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Resumen: Una vez más, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia mediante sentencia N° 1511 de 9 de noviembre de 2009 asume 
el rol de “legislador positivo” al establecer el procedimiento a seguir en 
la tramitación de las acciones de habeas data. Para ello, se apartó de un 
criterio precedente (sentencia N° 2551 de 24 de septiembre de 2003), 
procediendo a “llenar el vacío legislativo que existe en torno a esta 
novísima acción constitucional de habeas data”, y fijó con carácter vin-
culante el mencionado procedimiento hasta tanto la Asamblea Nacional 
legisle al efecto. 

I 

El artículo 28 de la Constitución de 1999, siguiendo la orientación de las Constituciones 
latinoamericanas recientes, estableció expresamente en Venezuela la acción de habeas data 
mediante la cual se garantiza a todas las personas el derecho de acceder a la información y a 
los datos que sobre sí misma o sobre sus bienes consten en registros oficiales o privados, con 
las excepciones que establezca la ley, así como conocer el uso que se haga de los mismos y 
su finalidad, y a solicitar ante el tribunal competente la actualización, la rectificación o la 
destrucción de aquellos, si fuesen erróneos o afectasen ilegítimamente sus derechos.  

Estos derechos, como lo señaló la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia 
en sentencia de 9 de noviembre de 2009 (caso Mercedes Josefina Ramírez, Acción de Ha-
beas Data) , “no involucran directamente nulidades, ni indemnizaciones, sino otorgan situa-
ciones jurídicas esenciales al ser humano: como lo es la existencia de un recurso sobre su 
persona en archivos públicos o privados, por lo que no resulta vinculante para el Juez Consti-
tucional lo que pida el quejoso, sino la situación fáctica ocurrida en contravención a los dere-
chos y garantías constitucionales y los efectos que ella produce, que el actor trata que cesen y 
dejen de perjudicarlo; o simplemente la información sobre sí mismo que tiene derecho a 
conocer existente en los registros público o privados”.1 

Por otra parte, el artículo 28 de la Constitución también consagra el derecho de toda 
persona de acceder a documentos de cualquier naturaleza que contengan información cuyo 
conocimiento sea de interés para comunidades o grupos de personas, quedando a salvo el 
secreto de las fuentes de información periodística y de otras profesiones que determine la ley. 

                                            
1  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/1511-91109-2009-09-0369.html 
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La norma, por tanto, consagra dos derechos distintos, sobre los cuales la Sala Constitu-
cional en sentencia de 23 de agosto de 2000 (Caso: Veedores de UCAB) expresó en materia 
de derecho de acceso: 

“el artículo 28 separa el acceso a la información y a los datos, del acceso a documentos que 
contengan información, la cual debe ser puntual, sobre cualquier tópico, sean o no dichos do-
cumentos soportes de bases de datos, que tengan interés para las comunidades o grupos. El 
acceso a estos documentos es distinto al de las bases de datos, de cualquier tipo. Se trata de 
acceder a documentos en sentido amplio, escritos o meramente representativos (de allí que la 
norma expresa que son documentos de cualquier naturaleza), que por alguna razón contienen 
información de interés para el grupo, o para la comunidad. Tal interés debe ser decidido por 
el juez, para ordenar su exhibición, por lo que debe ser alegado, no bastando la subjetiva 
apreciación del actor en ese sentido”.2  

Estos derechos de habeas data, por otra parte, son también distintos al derecho garanti-
zado en el artículo 143 de la misma Constitución que tienen todos los ciudadanos a ser in-
formados oportuna y verazmente por la Administración Pública, sobre el estado de las actua-
ciones en que estén directamente interesados, y a conocer las resoluciones definitivas que se 
adopten sobre el particular.  

Asimismo, consagra la norma el derecho de acceso a los archivos y registros administra-
tivos, sin perjuicio de los límites aceptables dentro de una sociedad democrática en materias 
relativas a seguridad interior y exterior, a investigación criminal y a la intimidad de la vida 
privada, de conformidad con la ley que regule la materia de clasificación de documentos de 
contenido confidencial o secreto. La norma prohíbe, en todo caso, la censura a los funciona-
rios públicos en relación a lo que informen sobre asuntos bajo su responsabilidad. 

II 

En cuanto al derecho de habeas data que consagra el artículo 28 de la Constitución, la 
Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en su sentencia Nº 1050 del 23 de agos-
to de 2000 (caso: Ruth Capriles y otros), determinó que se trata de un “derecho de las perso-
nas a conocer la información que sobre ellas, hayan sido compiladas por otras” consecuencia 
del hecho de que “tanto el Estado, como los particulares, mediante diversas formas de compi-
lación de datos: manuales, computarizados, etc., registran y almacenan datos e informaciones 
sobre las personas o sobre sus bienes, y en vista que tal recopilación puede afectar la vida 
privada, la intimidad, el honor, la reputación, la vida económica y otros valores constitucio-
nales de las personas naturales o jurídicas, la Constitución, para controlar tales registros, 
otorga varios derechos a la ciudadanía que aparecen recogidos en el artículo 28 citado.”  
Estos derechos en criterio de la Sala Constitucional son los siguientes: 

“ 1) El derecho de conocer sobre la existencia de tales registros. 

2)  El derecho de acceso individual a la información, la cual puede ser nominativa, o donde 
la persona queda vinculada a comunidades o a grupos de personas. 

3)  El derecho de respuesta, lo que permite al individuo controlar la existencia y exactitud 
de la información recolectada sobre él. 

4)  El derecho de conocer el uso y finalidad que hace de la información quien la registra. 

 

                                            
2  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2001, pp. 

500-501. 
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5)  El derecho de actualización, a fin que se corrija lo que resulta inexacto o se transformó 
por el transcurso del tiempo. 

6)  El derecho a la rectificación del dato falso o incompleto. 

7)  El derecho de destrucción de los datos erróneos o que afectan ilegítimamente los dere-
chos de las personas.” 

A los efectos de ejercer esta acción de habeas data, la Sala Constitucional en su senten-
cia de 2000 precisó que se trata de derechos que giran alrededor de los datos recopilados 
sobre las personas o sobre sus bienes, por lo que la legitimación activa corresponde a quienes 
tengan “un interés, personal, legítimo y directo en quien ejerza estos derechos, ya que es la 
información sobre su persona y bienes el que lo origina.”  En otras palabras, dijo la Sala, 
quien quiere hacer valer estos derechos que conforman el habeas data, “lo hace porque se 
trata de datos que le son personales.” Es decir, “quien no alega que el habeas data se solicita 
para obtener información sobre sus datos registrados, carece de interés legítimo en tal acción, 
ya que no hace uso del derecho que otorga dicha norma, con los otros derechos que nacen de 
la misma, los cuales giran alrededor de las informaciones personales.” 

La doctrina anterior fue ratificada por la Sala Constitucional en sentencia Nº 332 de 14 
de marzo de 2001 (Caso: Insaca vs. Ministerio de Sanidad y Asistencia Social), en la cual 
volvió a analizar la norma del artículo 28 de la Constitución, en cuanto a la justiciabilidad de 
los derechos que contiene, concluyendo que daban origen a acciones autónomas distintas y 
no siempre vinculadas al amparo constitucional;3 ratificando el criterio de que en virtud de 
que para ese momento no se había sancionado ley reguladora alguno del procedimiento cons-
titucional a seguir para la justiciabilidad de esos derechos, la Sala Constitucional se reservó la 
competencia, como Jurisdicción Constitucional, para conocer “de las controversias que surjan 
con motivo de las normas constitucionales aun no desarrolladas legislativamente, hasta que 
las leyes que regulan la Jurisdicción Constitucional, decidan lo contrario”, agregando que: 

“Con esta doctrina la Sala evita la dispersión que ocurre en otros países, donde la acción de 
habeas data que se incoa autónomamente, ha sido conocida por Tribunales Civiles, o de otra 
naturaleza, tomando en cuenta la afinidad de la materia que conoce el tribunal con la que se 
pretende ventilar con el habeas data.  

Existiendo en el país una Sala Constitucional, específica para conocer lo relativo a las infrac-
ciones de la Carta Fundamental, no parece lógico, ante el silencio de la ley, atribuir el cono-
cimiento de estas causas a tribunales distintos. Tal interpretación es vinculante a partir de es-
ta fecha (14-03-2001) y así se declara.”4 

Por otra parte, en cuanto a las condiciones de admisibilidad de la acción de habeas data, 
la Sala ratificó la legitimación para accionar respecto de las persona que reseñadas en lo 
personal o en sus bienes, en los registros mencionados, sin necesidad de alegar daño alguno 
en los casos en que pide el acceso a la información o el conocimiento de la finalidad para la 
cual la mantiene el recopilador; agregando que para poderse intentar la acción respectiva, el 
acceso a la información debía haber sido previamente denegado por la autoridad administra-
tiva, es decir, los derechos: 

 

 
                                            
3  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 85-88, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2001,     

p. 488. 
4  Idem. 492. 
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“han de ser ejercidos previamente (incluso extrajudicialmente y tal vez hasta por vía admi-
nistrativa en algunos casos) ante el recopilador real o supuesto, por lo que la lesión al titular 
de los derechos nace de ese ejercicio extrajudicial fallido. Si se le niega extrajudicialmente el 
ejercicio, porque no se le da acceso a la información, se le da errónea, o no se explica legal-
mente para qué se registra, se le infringe su situación jurídica que nace directamente de la 
Constitución. 

Ante tal negativa, la víctima puede optar entre un juicio ordinario, para hacer valer su dere-
cho negado, acumulando pretensiones; o un amparo a los mismos fines si se dan los supues-
tos para ello, para que se le restablezca la situación de acceder o conocer realmente, ante la 
necesidad de precaver la situación jurídica de una lesión irreparable. 5 

Además, dijo la Sala Constitucional que el accionante “debe fundar la demanda en la 
existencia cierta de un sistema de información que lleva una persona, dentro del cual existen 
datos e informaciones referentes al accionante (datos e informaciones en plural, es decir, 
varios que permitan delinear en alguna materia un perfil de la persona, o de sus bienes).”6  

III 

Posteriormente, mediante sentencia N° 2551 de 24 de septiembre de 2003 (caso: Jaime 
Ojeda Ortiz),7 tratándose en el caso de una solicitud de destrucción de una información que 
se encontraba en una base de datos, a los efectos de hacer efectivo los derechos a que se 
refiere el artículo 28 constitucional (derecho de acceso a la información, derecho de conocer 
uso y finalidad de los datos, derecho de actualización, rectificación y destrucción de la infor-
mación), en virtud de que la Asamblea Nacional no había dictado la legislación necesaria 
para ello, la Sala pasó a establece el procedimiento a seguir en estos casos, en uso de la facul-
tad que le confería el artículo 102 de la derogada Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justi-
cia, decidiendo “aplicar al presente caso, mientras no se haya establecido por ley el procedi-
miento propio de la acción de habeas data, el proceso establecido en el Código de Procedi-
miento Civil para el juicio oral, pero con las variantes destinadas a potenciar la oralidad, 
brevedad, concentración e inmediación de esta clase de procesos,” conforme a las siguientes 
reglas procesales: 

1) Al admitirse la acción, se debe comunicar al accionante que tiene la carga de promo-
ver en un lapso de cinco (5) días después de su notificación, a menos que se encuentren a 
derecho, toda la prueba documental de que dispongan, así como la mención del nombre, 
apellido y domicilio de los testigos si los hubiere.  

2) Los llamados a juicio como demandados, deben proceder a contestar por escrito la 
demanda, sin que sean admisibles cuestiones previas, produciendo un escrito de contestación 
que debe contener sus defensas o excepciones de manera escrita, sin citas jurisprudenciales ni 
doctrinales, y que además debe contener la promoción y producción de la prueba documental 
de que dispongan y de los testigos que rendirán declaración en el debate oral.  

3) A partir de la contestación, el tribunal debe aplicará para la sustanciación de la causa, 
lo dispuesto en los artículos del 868 al 877 del Código de Procedimiento Civil, pudiendo las 
partes promover, en el término señalado en el artículo 868 citado, las pruebas que creyeren 
convenientes ofrecer, conforme al artículo 395 eiusdem. La audiencia preliminar prevista en 
el artículo 868 del Código de Procedimiento Civil debe ser dirigida por la Sala. 

                                            
5  Idem. 492. 
6  Idem. pp. 492-495. 
7  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Septiembre/2551-240903-03-0980.htm 
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IV 

Posteriormente mediante sentencia No. 1511 de 9 de noviembre de 2009 (caso Merce-
des Josefina Ramírez, Acción de Habeas Data)8, la Sala hizo un balance en retrospectiva de 
los resultados obtenidos con la tramitación del habeas data a través de dicho procedimiento, 
llegando a la conclusión que, “por carecer de unidad del acto oral, durante el trámite se pro-
longa en demasía la decisión sobre el fondo del asunto, en el cual, se supone, está en contro-
versia un derecho constitucional que exige tutela efectiva de la justicia constitucional.” 

En consecuencia, la Sala decidió modificar el procedimiento establecido en la sentencia 
N° 2551 del 24 de septiembre de 2003 (caso: Jaime Ojeda Ortiz)  en materia de habeas data, 
estableciendo ahora “un procedimiento judicial especial preferente y sumario”, por tanto, 
“más breve” de manera que permita pronta decisión judicial, y por tanto, “más idóneo con la 
necesidad de tutela expedita de los derechos constitucionales aludidos en el artículo 28 Cons-
titucional.” Para ello, invocó la aplicación inmediata del artículo 27 de la Constitución y la 
atribución conferida en el artículo 335 de la misma, apartándose del precedente asentado en 
el antes mencionado fallo N° 2551 de 24 de septiembre de 2003 (caso: Jaime Ojeda Ortiz), 
de manera de “llenar el vacío legislativo que existe en torno a esta novísima acción constitu-
cional de habeas data.” A tal efecto, dado el carácter vinculante de la sentencia, la Sala resol-
vió implementar a partir de la fecha de la sentencia, y hasta tanto la Asamblea Nacional legis-
le al efecto, el siguiente procedimiento: 

1. El proceso se debe iniciar por escrito y el demandante debe señalar en su solicitud las 
pruebas que desea promover. El incumplimiento de esta carga produce la preclusión de la 
oportunidad, no sólo la de la oferta de las pruebas omitidas, sino también de la producción de 
todos los instrumentos escritos, audiovisuales o gráficos con que cuenta el demandante para 
incoar la acción. Las pruebas se deben valorar por la sana crítica, excepto la prueba instru-
mental que tiene los valores establecidos en los artículos 1359 y 1360 del Código Civil para 
los documentos públicos, y en el artículo 1363 eiusdem para los documentos privados autén-
ticos y otros que merezcan autenticidad, entre ellos los documentos públicos administrativos. 

2. La parte accionante debe consignar, conjuntamente con el libelo de la demanda, el 
documento fundamental de su pretensión, con el objeto de cumplir con lo señalado en la 
sentencia N° 1281/2006, caso: Pedro Reinaldo Carbone Martínez. En efecto, con anteriori-
dad a esta último fallo de 2006, la sala había admitido acciones de habeas data que no habían 
sido acompañadas con algún documento fundamental o indispensable que comprobara por 
ejemplo, la existencia de los registro policiales que se pretendían destruir o actualizar (por 
ejemplo, fallo Nº 2.829 del 7 de diciembre de 2004), criterio que sin embargo fue cambiado 
la sentencia N° 1281 de 2006, exigiéndose en lo sucesivo que con las demandas se consigne 
el documento fundamental de su pretensión, de manera que conforme al párrafo quinto del 
artículo 19 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, la falta de consignación del 
documento indispensable o fundamental acarrea la declaratoria de inadmisibilidad de las 
acciones.  

A tal efecto la sala consideró que por ejemplo en materia policial, existiendo procedi-
mientos administrativos destinados a la exclusión de datos, la presentación por parte del 
accionante del dictamen de respuesta expedido por la autoridad policial, caso de que éste no 
satisfaga enteramente la solicitud del requirente, se debe entender que cumple cabalmente 
con el requisito de admisibilidad de presentación de documento fundamental, dispuesto en el 

                                            
8  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/1511-91109-2009-09-0369.html 
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párrafo quinto del artículo 19 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia para la 
presentación el habeas data. Ello no excluye, sin embargo, que el accionante pueda presentar 
sustitutivamente cualquier otro documento que sirva como medio probatorio de la existencia 
indiscutible de los registros policiales. 

3. Admitida la acción se debe ordenar la notificación del presunto agraviante para que 
concurra ante la Secretaría de la Sala Constitucional a conocer el día y la hora en que se 
celebrará la audiencia oral, la cual debe tener lugar, tanto en su fijación como para su práctica 
dentro de las noventa y seis (96) horas siguientes a partir de la última de las notificaciones 
ordenadas. Para dar cumplimiento a la brevedad y para no incurrir en excesivos formalismos, 
la notificación puede ser practicada mediante boleta, o comunicación telefónica, fax, tele-
grama, correo electrónico o cualquier medio de comunicación interpersonal, dejando el Se-
cretario de la Sala constancia detallada en autos de haberse efectuado la notificación y de sus 
consecuencias. 

4. Se debe ordenar la notificación del Fiscal General de la República. 

5. En la oportunidad fijada para la celebración de la audiencia oral y pública las partes 
oralmente deben proponer sus alegatos y defensas. La Sala debe decidir si hay lugar a prue-
bas, y las partes pueden ofrecer las que consideren legales y pertinentes. Los hechos esencia-
les para la defensa por el presunto agraviante, así como los medios que ofrezca se deben 
recoger en un acta al igual que las otras circunstancias del proceso. 

6. En la misma audiencia, la Sala Constitucional debe decretar cuáles son las pruebas 
admisibles y necesarias; y de ser admisibles debe ordenar su evacuación en la misma audien-
cia, pudiendo diferir la oportunidad para su evacuación. 

7. La audiencia oral debe realizarse con presencia de las partes, pero la falta de compa-
recencia del presunto agraviado dará por terminado el procedimiento, a menos de que el 
Tribunal considere que los hechos alegados afectan el orden público, caso en el cual puede 
inquirir sobre los hechos alegados en un lapso breve. La falta de comparecencia del presunto 
agraviante no acarrea la admisión de los hechos, pero la Sala puede diferir la celebración de 
la audiencia o solicitar al presunto agraviante que presente un informe que contenga una 
relación sucinta de los hechos. La omisión de la presentación del referido informe se debe 
entender como un desacato. 

8. En caso de litis consorcios necesarios activos o pasivos, cualquiera de los litis consor-
tes que concurran a los actos representará al consorcio. 

9. El desarrollo de las audiencias y la evacuación de las pruebas están bajo la dirección 
de la Sala Constitucional manteniéndose la igualdad entre las partes y el derecho de defensa. 
Todas las actuaciones deben ser públicas, salvo que la Sala decida que la audiencia sea a 
puerta cerrada de oficio o a solicitud de parte por estar comprometidas la moral y las buenas 
costumbres, o porque exista prohibición expresa de ley. 

10. Una vez concluido el debate oral los Magistrados deben deliberar y podrán: 

a) decidir inmediatamente; en cuyo caso deben exponer de forma oral los términos del 
dispositivo del fallo; el cual debe ser publicado íntegramente dentro de los cinco (5) días 
siguientes a la audiencia en la cual se dictó la decisión correspondiente. El dispositivo del 
fallo lo debe comunicar el Magistrado o la Magistrada presidente de la Sala Constitucional, 
pero el extenso de la sentencia lo debe redactar el Magistrado Ponente. 
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b) Diferir la audiencia por estimar que es necesaria la presentación o evacuación de al-
guna prueba o recaudo que sea fundamental para decidir el caso. En el mismo acto se debe 
fijar la oportunidad de la continuación de la audiencia oral. 

11. Lo correspondiente a la recusación y demás incidencias procesales y, en general, en 
todo lo no previsto en el presente procedimiento se debe aplicar lo dispuesto en la Ley Orgá-
nica del Tribunal Supremo de Justicia.” 

En esta forma, ante la carencia del legislador de establecer el procedimiento de las ac-
ciones de habeas data, ha sido el Juez Constitucional el que ha suplido la abstención, esta-
bleciendo en sus sentencias el procedimiento a seguir. Es decir, una vez más, el Juez Consti-
tucional venezolano ha asumido el rol de Legislador positivo en materia de derecho procesal 
constitucional.9 

                                            
9   Véase Allan R. Brewer-Carías, “El juez constitucional como legislador positivo y la inconstitucio-

nal reforma de la Ley Orgánica de Amparo mediante sentencias interpretativas,” en Eduardo Fe-
rrer Mac-Gregor y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Coordinadores), La ciencia del derecho proce-
sal constitucional. Estudios en homenaje a Héctor Fix-Zamudio en sus cincuenta años como in-
vestigador del derecho, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Universidad Nacional Autónoma de 
México, México 2008, Tomo V, pp. 63-80.   


